
5. Discapacidad - 27
Desglose por temas · IAC 2018

La Dirección General aludida abanderó la respuesta, a la que se adhirió la Consejería de Igualdad y Políticas 
Sociales, defendiendo la aplicación de un Modelo de la Atención Integral centrada en la persona, que implica la 
coordinación de los servicios sociales y los sanitarios, cuyo pilar de sustento reside en que son los servicios los que 
tienen que adaptarse a las personas y a sus necesidades y no a la inversa.

En este sentido, sostiene que la prestación económica de asistencia personal ofrece importantes ventajas para las 
personas en situación de dependencia que pueden desarrollar una vida activa, residenciando en ellas la capacidad de 
decidir en qué manera se desenvuelve la misma, aunque su implantación está produciéndose de forma paulatina. Para lo 
cual, el informe reseñó los diferentes antecedentes producidos que coadyuvan a la consecución de este objetivo, cuyo 
corolario es la vigente Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad 
en Andalucía, que en su artículo 38 reconoce el derecho de las personas con discapacidad en situación de dependencia 
a la asistencia personal y prevé la garantía de este derecho mediante la regulación de “las condiciones autonómicas de 
acceso a la prestación de asistencia personal” regulada en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

La Dirección General de Personas con Discapacidad, efectivamente, aportó datos estadísticos que revelaban la 
irrelevancia de la prestación económica de asistencia personal en relación con el conjunto de prestaciones nacionales 
reconocidas en marzo de 2017 (un total de 6026 del total de 1 082 774); la existencia de comunidades autónomas 
en las que ni siquiera se aplicaba la misma; y, por lo que a nosotros interesa, la insignificancia de su prescripción en 
Andalucía, con solo 9 prestaciones aprobadas de este tipo. En el plano opuesto, la única comunidad autónoma 
en que realmente tiene aplicación la prestación económica de asistencia personal es la del País Vasco (5506), seguida 
por Castilla y León (321), justificando el informe que la representación en la comunidad vasca de la prestación en 
cuestión se explica porque en la misma se “realiza una interpretación amplia de la imprecisa regulación a nivel 
estatal de la prestación económica de asistencia personal”.

Por lo demás, añadía que la evidencia de su falta de desarrollo a nivel nacional, había determinado la constitución 
por el Imserso de un grupo de trabajo conformado con todas las comunidades autónomas, del que habrían de salir 
las conclusiones y acuerdos que permitieran su desarrollo, delimitar los aspectos relacionados en la Recomendación 
citada y establecer criterios comunes para garantizar su calidad en el marco del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, permitiendo una regulación homogénea.

Concluimos finalmente sugiriendo a la Agencia de Dependencia y Servicios Sociales de Andalucía y a la Dirección 
General de personas con discapacidad que, dentro de sus respectivas competencias, propiciaran las actuaciones 
necesarias para impulsar y alcanzar la consecución del desarrollo normativo de la prestación económica de 
asistencia personal, tan pronto como se alcanzaran los criterios comunes que garanticen la calidad en su prestación, 
dentro del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Denotamos, en todo caso, que el Decreto por el que se regula la prestación económica de asistencia personal del 
Sistema de Atención a la Dependencia es una iniciativa incluida entre las previsiones del Plan Anual Normativo de 
2018 (Acuerdo de 27 de marzo de 2018, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Plan Anual Normativo 
para el 2018, publicado en el BOJA número 65 de 5 de abril de 2018), aunque no se haya materializado 
finalmente en el pasado ejercicio.

1.4. Educación

1.4.1 Introducción
...

También se exige una educación inclusiva y no segregadora para el alumnado afectado por algún tipo de 
discapacidad, a la par que se demanda recursos, becas y ayudas al estudio para el alumnado con necesidades 
educativas especiales asociadas a condiciones sociales desfavorables.

...
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